Juzgado de Instrucción 4

Barcelona

Dil Previas 2915/2010

AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN NÚMERO CUATRO PARA 

ANTE LA ILMA. AUDIENCIA PROVINCIAL


El Fiscal; en el procedimiento del margen comparece y DICE: Que, de conformidad con lo prevenido en el nº 3 del art 766 de la Lecrim, interpone RECURSO DE APELACIÓN, contra el auto de fecha 27 de abril del corriente y ello en atención a los motivos siguientes:

ANTECEDENTES 

PRIMERO.- El 22 de Octubre de 2012, se dictó Auto por el que se acordaba el Sobreseimiento Libre y Archivo de la Causa.

SEGUNDO.- Tras presentarse los oportunos recursos por esta representación y la Abogacía del Estado, la Audiencia Provincial (Secc 7ª), el 15 de enero de 2013, dictó Auto por el que estimando los recursos del Ministerio Fiscal y de la Abogacía del Estado  REVOCABA el Auto del Instructor y dejaba sin efecto el Sobreseimiento Libre Acordado. 

TERCERO.- Desde la revocación del Auto por la Audiencia Provincial, no se ha practicado otra diligencia que la unión, con fecha 11 de febrero de 2013,  del informe definitivo de la Agencia Tributaria y otros escritos presentados por las partes. 


En dicho informe de la AEAT se cifran las cantidades defraudadas por los imputados hermanos Carulla Font, en el Impuesto Sobre la Renta de las Personas Físicas del ejercicio 2006 en las siguientes sumas: 


Artur 330.840,13 €, Lluis: 330.840,13 €, Aurèlia 326.772,42 €, Montserrat 330.528,40 €, María 330.834,77 € y Jordi 435.080,86 €.


Por otra parte, ARBORINVEST S.A., debió haber practicado retenciones por importe 9.225.000,00 €

CUARTO.- El Instructor ha vuelto a Acordar mediante el Auto que ahora se impugna el Sobreseimiento Libre y Archivo de la causa.

FUNDAMENTOS

PRIMERO.- La operación que dió lugar a la generación de las cuotas fiscales que consideramos defraudadas, ya quedó explicada en nuestro anterior recurso que fue estimado ( y que damos aquí por reproducido), consistió resumidamente en encubrir, mediante una cadena de negocios jurídicos, -en el que intervinieron sociedades holandesas que también pertenecían a los imputados-, la distribución de un dividendo por importe de 61.500.000,00 € el cual remansaba en el activo de Arborinvest. Los negocios jurídicos empleados para ocultar el verdadero sentido de la operación igualmente se relacionaron en nuestro anterior recurso y se hallan perfectamente descritos en los informes de la Agencia Tributaria y especialmente en el citado informe final de 11 de febrero del corriente. 

SEGUNDO.- Por Auto de 15 de enero de 2013, la Audiencia revocó el Sobreseimiento ordenado por el instructor. Los motivos que movieron al Tribunal a mutar el criterio del instructor se recogen en los párrafos del Fundamento Jurídico único del Auto en el que se afirma: 

“... De lo actuado se desprenden indicios de la comisión por parte de los imputados de un delito contra la hacienda Pública, y ello tiene su base en los informes de la Agencia Tributaria....” 

“... Existiendo indicios racionales de la comisión de un ilícito penal y de la participación en el mismo de los imputados, las acusaciones tienen derecho a que se de lugar a la fase intermedia del procedimiento abreviado, dándoles la oportunidad de ejercitar las acciones penales y civiles y poder probar en el acto del juicio oral sus pretensiones acusatorias, aportando las periciales que estimen oportunas...”

TERCERO.- Lejos de acatar lo ordenado por el Tribunal superior conforme a las reglas de competencia funcional fijadas en el art 14 de la Lecrim y 82 2º de la LOPJ, el instructor, en un acto que no admite otra calificación que la de abierta insubordinación, ha vuelto a acordar el Sobreseimiento Libre de la actuaciones sin aportar ningún fundamento ni argumento distinto de los que ya intentó poner de manifiesto, sin éxito, en su anterior resolución que fue revocada. 

Las únicas diligencias que se han practicado en la causa, desde que se dejó sin efecto el Archivo, no han sido otras que la aportación del ya aludido informe definitivo de la Agencia Tributaria y las alegaciones que a dicho informe pudieron manifestar las partes comparecidas. Tal informe y alegaciones no aportan ninguna novedad, resultan tautológicos de cuanto ya se hallaba expuesto hasta la saciedad a lo largo de los muchos folios de la causa. (la única “novedad” es que cifraban ya de forma definitiva las liquidaciones de cuota defraudada que se habían apuntado en informes anteriores, de manera provisional,  por la AEAT) 

CUARTO.- Cuanto se acaba de afirmar se comprueba fácilmente con la mera lectura del Auto que ahora impugnamos. 

En el mismo, no se hace mención alguna a cual haya podido resultar el factor determinante, el nuevo dato que, por su incontrovertible solidez exculpatoria le haya llevado al instructor a desobedecer el categórico mandato de la Sala. 

De ello se extrae que, si no ha aflorado ningún dato o criterio nuevo, de significación exculpatoria y que tenga cierta entidad,  repetir la decisión que ya fue corregida por la Audiencia no es sino una taima empleada para porfiar, sin fundamento, sosteniendo una doctrina que fue palmariamente desechada en un ejercicio de inexplicable contumacia. 

QUINTO.- Abundando en cuanto decimos, basta la lectura del nuevo auto de Sobreseimiento para constatar que, en el mismo, no se recogen sino consideraciones y criterios generales. Las únicas alusiones a los hechos objeto del procedimiento no son otras que la repetición de que los negocios jurídicos inter-societarios que se han escrutado en el procedimiento, son conformes  con el criterio establecido “por las Directivas Comunitarias y singularmente al convenio bilateral entre España y los Países Bajos”

Al respecto, sólo cabe manifestar que todo ello ya se puso de manifiesto en la resolución que fue revocada y en su contestación y que, en ello descansa precisamente el aspecto central de la conducta que aspiramos a que algún día pueda enjuiciarse. A criterio del Ministerio Fiscal y de la Abogacía del Estado, tales negocios se simularon precisamente para aparentar una aplicación del derecho que en realidad era improcedente. Pero, como venimos repitiendo, es una cuestión que ha sido resuelta y, por eso mismo, consideramos que no es momento de volver sobre ello, pues, de lo contrario entraríamos en una suerte de “día de la marmota procesal”. 

El auto de la Sección 7ª de la Audiencia Provincial de 15 de Enero pasado instaba, como hemos transcrito mas arriba, a que el Instructor abriese la fase intermedia. Sin embargo, éste, en una decisión a la que no hallamos otra justificación que la de su propio capricho, ha decidido sortear el mandato inequívoco del Tribunal haciéndonos retroceder a todos hasta situarnos en el mes de octubre pasado, como si se tratara de uno de esos juegos de mesa en que te penalizan con “volver a la casilla de salida”.

Insistimos en que los argumentos sobre el fondo ya se expusieron (y se estimaron) con ocasión de nuestro recurso anterior y a él nos remitimos por entero, sin que juzguemos necesario reproducirlos aquí 

SEXTO.- El dictado de la resolución que ahora se impugna no hace sino incidir de manera descarnada sobre un retraso absolutamente injustificado que sumar al ya endémico de nuestra justicia penal. 

El hecho de que el perjudicado sea el Fisco no lo hace de peor condición a la hora de demandar una tutela de su derecho ante los Tribunales. Consideramos por tanto que, en caso de que este recurso sea estimado, el Tribunal al que me dirijo sea lo suficientemente categórico como para ordenar al instructor que sin demora transforme las Diligencias acomodándolas al Procedimiento Abreviado ex art 779 4ª de la Lecrim. 

Por último, en lo que respecta al comportamiento del instructor, tantas veces censurado en el presente escrito, la Sala ponderará si deviene en aplicación lo dispuesto en el art 408 de la LOPJ o si por el contrario su reprensión no debe trascender más allá del ámbito estrictamente procesal. 


De acuerdo con todo lo hasta ahora expuesto y entendiendo que existen elementos indiciarios de cargo bastantes como para sostener fundadamente una acusación contra los imputados Artur, Lluis, Jordi, Aurèlia, Montserrat y María Carulla Font, así como contra las mercantiles Arborinvest, Corporación Agrolimen y Agrolimen El Fiscal interesa: la REVOCACIÓN del auto que se impugna y que en su lugar se dicte otro por el que se acuerde la transformación de las diligencias y su acomodación a Procedimiento Abreviado conforme a lo dispuesto en la regla 4ªl art 779 de la Lecrim.   

Barcelona a 2  de Mayo de 2013.

El Fiscal

F. Bañeres.

OTROSI DICE: Dado que la Resolución que se recurre pone fin definitivamente al proceso y a la vista de que no se encuentra ninguna diligencia pendiente de practicar, el Fiscal interesa que, una vez se recojan los escritos que pudieran presentar las demás partes, se remita a la Audiencia Provincial el procedimiento original, pues, de lo contrario, dado el volumen de la causa, la cantidad de folios a testimoniar podría resultar exorbitante produciéndose un gasto inútil para el erario público y un consumo tan excesivo como estéril de papel dañino para la conservación del medio ambiente. 


Subsidiariamente y para que el caso de que no se atienda a lo solicitado se interesa que se remita testimonio de la causa en su integridad 



